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RESOLUCIÓN
I 
En fecha 02 de agosto del presente año, el Director de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Público dictó Providencia Administrativa Nº 2002-036, por la cual se abstuvo de registrar la proyectada organización sindical denominada “Unión Nacional de Trabajadores Petroleros, Petroquímicos, de los Hidrocarburos y sus Derivados (UNAPETROL)”, con base en lo previsto en los artículos 426 y 589, ambos en sus literales a) de la Ley Orgánica del Trabajo, alegando para ello que la misma no tiene como objeto las finalidades previstas en los artículos 408 y 409 eiusdem y en acatamiento a lo previsto en el artículo 148 del Reglamento de dicha ley. 
En fecha 12 de Agosto de 2.002, los ciudadanos HORACIO MEDINA, EDGAR QUIJANO y RONALD FIGUEROA, actuando con los caracteres de Presidente, Secretario de Asistencia Laboral y Secretario de Relaciones Institucionales, respectivamente, del proyectado sindical denominado “Unión Nacional de Trabajadores Petroleros, Petroquímicos, de los Hidrocarburos y sus Derivados (UNAPETROL)”, interpusieron recurso jerárquico por ante la Ministra del Trabajo, a objeto de solicitar la declaratoria sin lugar de la Providencia Administrativa citada supra y, consecuentemente, el registro de la organización sindical in commento , argumentando entre otras, la violación del derecho a la defensa consagrado por el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela: “…por cuanto al decidir abstenerse al registro de UNAPETROL sobre la base de indicios y presunciones y no en ninguna de las causales del artículo 426 de la Ley Orgánica del Trabajo, no permitió a la representación de UNAPETROL defenderse para subsanar cualquier deficiencia (sic) pues si el FUNCIONARIO hubiere encontrado alguna deficiencia ha debido notificarlo y dejar correr el segundo lapso de treinta (30) días establecido en el artículo 425 ejusdem y no lo hizo; por el contrario, el FUNCIONARIO dispuso que contra su decisión puede interponerse el Recurso por ante la Ministra del Trabajo, de tal manera que cercenó el segundo lapso debido de treinta (30) días”. 
  II 
A los fines de emitir el pronunciamiento correspondiente, este Despacho para decidir considera: 
El procedimiento de legalización o registro de organizaciones sindicales se encuentra regulado en la Sección Tercera, Capítulo II, Título VII de la Ley Orgánica del Trabajo “Del Registro y Funcionamiento de las Organizaciones Sindicales”; en particular, resalta el artículo 425 ejusdem, en el cual se fija el lapso que tiene el Inspector del Trabajo para proceder al registro de la organización sindical, a mayor abundamiento, la norma in comento reza: 
“ Artículo 425.- El Inspector del Trabajo recibirá los documentos que le hayan sido presentados con la solicitud de registro de un organismo sindical y dentro de los treinta (30) días siguientes ordenará el registro solicitado. Si encontrare alguna deficiencia lo comunicará a los solicitantes, quienes gozarán de un término de treinta (30) días para corregirla …” (Subrayado nuestro). 
En atención a la gravedad de la denuncia efectuada por los recurrentes –violación al derecho a la defensa y al debido proceso- resulta de interés primordial entender los atributos que definen el derecho a la defensa y del debido proceso, a tenor de las disposiciones de rango constitucional que prevén los mismos. 
En este contexto, el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela reza así: 
“ Artículo 49.- El debido proceso se aplicará a todas las actuaciones judiciales y administrativas; en consecuencia: 

1. La defensa y la asistencia jurídica son derechos inviolables en todo estado y grado de la investigación y del proceso. Toda persona tiene derecho a ser notificada de los cargos por los cuales se le investiga; de acceder a las pruebas y de disponer del tiempo y de los medios adecuados para ejercer su defensa. Serán nulas las pruebas obtenidas mediante violación del debido proceso. Toda persona declarada culpable tiene derecho a recurrir del fallo, con las excepciones establecidas en esta Constitución y en la ley.” 
En apoyo de este análisis pormenorizado, nos permitimos hacer referencia a la jurisprudencia del Tribunal Supremo de Justicia, la cual recientemente ha tratado el tema del derecho a la defensa y al debido proceso en dos (2) decisiones de la Sala Político-Administrativa y de la Sala Constitucional, respectivamente, las cuales establecen: 
"…Se trata de un derecho complejo que encierra dentro de sí, un conjunto de garantías que se traducen en una diversidad de derechos (sic) entre los que figuran, el derecho a acceder a la justicia, el derecho a ser oído, el derecho a la articulación de un proceso debido, derecho de acceso a los recursos legalmente establecidos, (sic) derecho a obtener una resolución de fondo fundada en derecho (…omissis…) Todos estos derechos se desprenden de la interpretación de los ocho ordinales que consagra el artículo 49 de la Carta Fundamental. El artículo en comento establece que el debido proceso es un derecho aplicable a todas las actuaciones judiciales y administrativas, disposición que tiene su fundamento en el principio de igualdad ante la ley, dado que el debido proceso significa que ambas partes en el procedimiento administrativo, como en el proceso judicial, deben tener igualdad de oportunidades tanto en la defensa de sus respectivos derechos como en la producción de las pruebas destinadas a acreditarlos. En este mismo orden de ideas, el derecho a la defensa previsto con carácter general como principio en el citado artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, adoptado y aceptado en la jurisprudencia en materia administrativa, tiene también una consagración múltiple en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, la cual, en diversas normas, precisa su sentido y manifestaciones. Se regulan así los otros derechos conexos como son el derecho a ser oído, el derecho a hacerse parte, el derecho a ser notificado, a tener acceso al expediente, a presentar pruebas y a ser informado de los recursos para ejercer la defensa1…" 
  
"El derecho a la defensa y al debido proceso constituyen garantías inherentes a la persona humana y en consecuencia, aplicables a cualquier clase de procedimientos. El derecho al debido proceso ha sido entendido como el trámite que permite oír a las partes, de la manera prevista en la Ley, y que ajustado a derecho otorga a las partes el tiempo y los medios adecuados para imponer sus defensas. En cuanto al derecho a la defensa, la Jurisprudencia ha establecido que el mismo debe entenderse como la oportunidad para el encausado o presunto agraviado de que se oigan y analicen oportunamente sus alegatos y pruebas. En consecuencia, existe violación del derecho a la defensa cuando el interesado no conoce el procedimiento que pueda afectarlo, se le impide su participación o el ejercicio de sus derechos, o se le prohíbe realizar actividades probatorias2. " 
Vista la opinión de nuestro máximo tribunal, concatenadamente con el derecho invocado por los promoventes de la organización sindical en formación, la Dirección de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Público, al dictar decisión sin dar cumplimiento a todas las etapas correspondientes, tal y como dispone la legislación aplicable, incurrió en inobservancia de una parte fundamental del procedimiento administrativo de registro de organizaciones sindicales –comunicar a los trabajadores se existía deficiencias en la documentación consignada a objeto de que pueda ser subsanada- actuando así, en franca violación al derecho a la defensa y al debido proceso. 
Dentro de las facultades de revisar sus actos en sede administrativa, luego de interpuesto el recurso administrativo correspondiente, la Administración de conformidad con el artículo 90 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos puede actuar de la siguiente manera: 
“ Artículo 90 .- El órgano competente para decidir el recurso de reconsideración o el jerárquico, podrá confirmar, modificar o revocar el acto impugnado, así como ordenar la reposición en caso de vicios en el procedimiento , sin perjuicio de la facultad de la administración para convalidar los actos anulables”. (Subrayado nuestro). 
En el presente caso, toda vez que la documentación consignada por los integrantes del proyectado sindical debe ser analizada por el Inspector Nacional del Trabajo en el término del cual dispone para ordenar directamente el registro, o en su defecto, ordenar subsanar las deficiencias, hacemos valer la opinión del autor venezolano Henrique Meier3 que señala que la reposición implica anular el acto resolutorio y los actos de trámite que se hubieren sustanciado a partir del vicio detectado en el procedimiento. La reposición supondrá entonces, “repetir” el trámite viciado o realizar el omitido, así como la tramitación subsiguiente hasta llegar a una nueva resolución. Así entonces, la reposición, a diferencia de las potestades anteriores, tendrá por objeto remediar vicios en el procedimiento para salvar jurídicamente el “ iter ” procedimental; en otros términos, que no se pierda la totalidad de los antecedentes, de lo sustanciado por la Administración, para lo cual se ordena que el procedimiento sea nuevamente recorrido, a partir del vicio subsanado, y se dicte un nuevo acto, ahora con un procedimiento válido. 
Así las cosas, concluye indefectiblemente esta Alzada, que en restitución de la situación jurídica infringida, debe reponerse el procedimiento administrativo al estado de que el Inspector del Trabajo formule las observaciones a que hubiere lugar, respecto a la documentación consignada por los promoventes del proyectado sindical denominado “Unión Nacional de Trabajadores Petroleros, Petroquímicos, de los Hidrocarburos y sus Derivados (UNAPETROL)” y así se decide. 
Por los razonamientos antes expuestos, este Despacho, en uso de sus atribuciones y en el ejercicio de sus funciones, contempladas en los artículos 90 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos y 425 y 586 literal a) de la Ley Orgánica del Trabajo, REPONE el procedimiento administrativo iniciado a solicitud de los promoventes de la organización sindical denominada “ Unión Nacional de Trabajadores Petroleros, Petroquímicos, de los Hidrocarburos y sus Derivados (UNAPETROL)”, al estado que informe a éstos si existe alguna deficiencia en la documentación consignada para el trámite de registro, para que en ese caso, las mismas puedan ser subsanadas de conformidad con las disposiciones que regulan la materia. 
Finalmente, respecto a los demás argumentos de derecho esgrimidos en el recurso jerárquico planteado, esta Alzada no emite pronunciamiento alguno, al considerar que resulta inoficioso dado que se ha ordenado la remisión del expediente a la instancia administrativa correspondiente. 
Finalmente, este Despacho cumple con señalar a los interesados que consideren vulnerados sus derechos, que podrán recurrir de la presente decisión por ante la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en el lapso seis (6) meses contados a partir de la notificación de la presente decisión, de conformidad lo dispone el artículo 134 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia. 
Bájese el expediente. 
Notifíquese a los interesados. 
MARIA CRISTINA IGLESIAS 
MINISTRA DEL TRABAJO 
  
FJLS/EDS.- 
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